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2 Constitución Política de la República, Artículo 8º.- El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar 
estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones. 

Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los 
procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto 
de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, 
los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional. 

El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades 
y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma 
pública. 

Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la 
administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función 
pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, 

disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes. 
 
3 http://dle.rae.es/?id=KdZk7s9 (referencia tomada el 26 de abril de 2017) 

http://dle.rae.es/?id=KdZk7s9
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4 El artículo 61 letra g) de la Ley N° 18.834 que contiene el Estatuto Administrativo, dentro de las obligaciones 
funcionarias, en términos similares a la Ley de Bases de la Administración, señala que los funcionarios deben 
observar estrictamente el principio de probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente 
intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preminencia del interés público sobre el 

privado. 
5 Sobre esto puede consultarse con más profundidad BARRA G., Nancy. Probidad administrativa: aproximación a la 
Ley Nº 19.653 y a la jurisprudencia administrativa, Thomson Reuters, 2007, p.26 y ss. 
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Dictamen N° 88651 de 9.12.2016 “…En efecto, según la formulación de cargos de fojas 

701 y 1231, al aludido servidor se le atribuye haber firmado y autorizado cheques, emitidos 

bajo la modalidad cash o pago al portador, que fueron cobrados por el mismo o por un 

empleado de la embajada, para efectuar el pago, con cargo a fondos fiscales, de alojamientos 

que no se verificaron y presentar un documento adulterado en la cantidad de dinero que 

correspondía pagar; incorporar a su informe de cuentas, recibos de pago presuntamente 

falsos para justificar gastos de supuestos hospedajes y, además, haber incurrido en la 

inobservancia de un informe de auditoría del servicio para el uso de la aludida modalidad de 

pago, suscrito por el propio inculpado…se encuentra acreditado que dicho servidor, en el 

ejercicio de sus funciones, incurrió en las referidas acciones… 

Sobre el particular, se debe señalar que el actuar del mencionado funcionario, constituye un 

comportamiento negligente e inexcusable en el cumplimiento de sus labores, que configura 

una transgresión a las obligaciones estatutarias y al principio de probidad administrativa, en 

los términos previstos en las letras b), c) y g), del artículo 61 la ley N° 18.834, y en el artículo 

52, de la ley N° 18.575, respectivamente, que reviste una gravedad...” 
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6 En esta parte seguimos Ministerio de Hacienda – DIPRES: Estadísticas de Recursos Humanos del Sector Público 
1996-2005, 2006, p. 21 (disponible en http://www.dipres.cl/publicaciones/ERRHH9605.html), y RAJEVIC M., 
Enrique, GOYA G., Felipe, y PARDO B., Carlos: “Los Puestos Directivos en el Estado Chileno. Hacia un sistema de 
Gerencia Pública”, en VALDÉS P., Salvador (ed.): Reforma del Estado Volumen II: Dirección Pública y Compras 
Públicas. Santiago: CEP, 2002, pp. 56-59. 
7 Son titulares aquellos funcionarios que se nombran para ocupar en propiedad un cargo vacante. Son suplentes 
aquellos funcionarios designados en esa calidad en los cargos que se encuentren vacantes y en aquellos que por 
cualquier circunstancia no sean desempeñados por el titular, durante un lapso no inferior a 15 días. Por último, 
son subrogantes aquellos funcionarios que entran a desempeñar el empleo del titular o suplente por el sólo 
ministerio de la ley, cuando éstos se encuentren impedidos de desempeñarlo por cualquier causa (artículo 4 del 
Estatuto Administrativo). 
8 Artículo 49 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, inciso final. 
9 Así lo hacen la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, en su artículo 49, y el Estatuto 
Administrativo, en su artículo 7º. 

10 El artículo quincuagésimo octavo de esta Ley establece que si el cese de funciones se produce por petición de 

renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento o renovación del directivo, y no concurra una causal 
derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, o cuando dicho cese se produzca por el término del 
periodo de nombramiento sin que éste sea renovado, el alto directivo tendrá derecho a gozar de la indemnización 
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equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la 
institución, con un máximo de seis. 
11 El artículo 10 del Estatuto Administrativo señala que el número de funcionarios a contrata de una institución 
no podrá exceder de una cantidad equivalente al 20% del total de los cargos de la planta de personal de ésta. 
Sin embargo, la vigencia de este límite ha sido sistemáticamente diferida en las Leyes de Presupuestos, con lo 
que el máximo de empleos a contrata sólo queda limitado por la dotación fijada año a año por estas mismas leyes. 
Véase también el artículo 9º, inc. 3º, del D.L. Nº 1.263/1975, Ley de Administración Financiera del Estado. 
12 Este día los servidores expiran en funciones por el sólo ministerio de la ley salvo que hubiere sido propuesta la 
prórroga con, a lo menos, 30 días de anticipación. 
13 BARRA G., Nancy. Reflexiones acerca de la interpretación de las normas de ética pública y del ámbito de aplicación 

de la probidad administrativa. /en/ La Contraloría General de la República y el Estado de Derecho. Santiago: 2002, p. 
248-250. 
14 Las labores esenciales y habituales de la institución son las que el servicio está llamado a cumplir de acuerdo 
con los fines para los cuales fue creado por el legislador (Dictámenes 70.238/1962 y 3.459/1983), y que de 
acuerdo al Estatuto deben desempeñarse por funcionarios de planta o a contrata, excepto que se trate de 
cometidos específicos, los que puede realizar una persona contratada a honorarios. 
15 Contraloría General de la República ha interpretado esta posibilidad como excepcional y restrictiva. Para ello 
ha ido construyendo un concepto de cometidos específicos, entendiendo que concurren tales cuando la tarea a 
desarrollar está especificada en el contrato en forma concreta y determinada, esto es, nominalmente 
individualizada y circunscrita a un objetivo específico, así como limitada en el tiempo (Dictámenes 32.671/1989, 
16.255/1990, 13.694/1991, 14.613/1992, 1.533/1993 y 822/1995). 
16 Desde mediados de la década pasada, las leyes de presupuesto han autorizado, mediante glosas 

presupuestarias, a que algunos organismos – como el MOP y Vivienda - contraten un número determinado de 

personas a honorarios en calidad de “agentes públicos”. Según el Dictamen de Contraloría General de la 

República Nº 22.192/1996, las personas así contratadas deben ser consideradas funcionarios públicos, dado que 

una interpretación diferente significaría restringir, sin fundamento alguno, la calidad que la propia disposición 

legal confiere a las personas contratadas en las indicadas condiciones y que incluye labores de jefatura (Dictamen 

N° 12.446/2004). Se trata de una modalidad de contratación a honorarios con características propias y 

excepcionales, que debe ser interpretada en forma estricta y que tiene carácter transitorio ya que puede 
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ejercitarse solo durante la vigencia de la Ley respectiva. Finalmente, tales personas sólo están habilitadas para 

desarrollar las labores técnicas que la disposición presupuestaria indique. La aplicación a éstos de las normas 

sobre responsabilidad administrativa fue ratificada en los Dictámenes Nº 49.634/1999, 4.463/2002 y N° 

19.489/2010. 

17 A este respecto puede verse MENDOZA Z., Ramiro, y AGUERREA M., Pedro: “El contrato a honorarios dentro de 

la Administración del Estado, bajo la luz dictaminante de la Contraloría General de la República”, en La Contraloría 
General de la República y el Estado de Derecho. Santiago de Chile: Contraloría General de la República, 2002, 
pp. 227-230. 

Dictamen N° 2327 de 23.1.2017 “…No obstante lo anterior, y a diferencia de lo que 

entiende el órgano comunal, quienes se desempeñan como contratados a honorarios en la 

Administración, deben observar el principio de probidad administrativa en el desarrollo de las 

tareas encomendadas en virtud del respectivo acuerdo de voluntades, por cuanto si bien no 

son funcionarios públicos, tienen el carácter de servidores estatales y realizan una función 

pública (aplica criterio contenido en el dictamen N° 27.856, de 2016). Siendo ello así, aquellos 

que se encuentran ligados a la Administración en la mencionada calidad deben dar estricto 

cumplimiento en todas sus actuaciones al principio de probidad administrativa establecido en 

el artículo 8° de la Constitución Política y que se encuentra desarrollado en la ley N° 18.575, 

cuyo artículo 62, en sus N°s. 2, 3 y 4, preceptúa que lo contravienen especialmente el hacer 

valer indebidamente la posición funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de 

conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero; emplear, bajo cualquier 

forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de terceros; y ejecutar 

actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo 

en beneficio propio o para fines ajenos a los institucionales. (Aplica Dictamen N° 27856 de 

2016, N°11.106 de 11.2.2016, N° 75.078 de 2010 y N° 75622 de 2012). 
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18 Puede verse una enumeración en MARÍN V., Urbano. Estatuto Administrativo ¿Régimen en retirada en la 
Administración Pública chilena? /en/ PANTOJA B., Rolando (coord.). La Administración del Estado de Chile. Decenio 
1990-2000. Santiago de Chile: Cono Sur, 2000, p. 241-245. 

Dictamen N° 35.895 de 16.5.2016 “…Al respecto, es útil recordar que el principio de probidad 

administrativa, previsto en el artículo 8° de la Constitución Política, y que los servidores 

públicos deben observar en todas sus actuaciones por mandato del artículo 61, letra g), de la 

ley N° 18.834, en armonía con el artículo 52 de la ley N° 18.575, consiste en guardar una 

conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la labor o cargo, con 

preeminencia del interés general sobre el particular, según lo define el inciso segundo de ese 

último precepto legal.  

En tal sentido, la jurisprudencia de este Órgano Fiscalizador, en su dictamen N° 42.372, de 

2010, ha precisado que la calidad de empleado público no solo obliga al correcto desempeño 

de las actividades propias de la respectiva labor y de aquellas a que se acceda en virtud de 

esa calidad, sino que incluso afecta al comportamiento privado del funcionario, en tanto 

pudiere significar, entre otros efectos, desprestigio del servicio o faltar a la lealtad debida a 

sus jefaturas, a sus compañeros y a la comunidad.  

De este modo, y aun cuando pudiese entenderse que la conducta llevada a cabo por el 

ocurrente no se ha realizado en el directo ejercicio de su quehacer, dicha circunstancia en nada 

desvirtúa el hecho de que el servidor infringió el principio de probidad administrativa, como se 

resolvió en el acto administrativo que aplicó la medida disciplinaria, por lo que su alegación 

debe ser desestimada de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo en 

beneficio propio o para fines ajenos a los institucionales. (Aplica Dictamen N° 27856 de 2016, 

N°11.106 de 11.2.2016, N° 75.078 de 2010 y N° 75622 de 2012)”. 
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19 http://dle.rae.es/?id=aMQJNiA. (referencia tomada el 28 de abril de 2017). 
20 Ver artículo 8, inciso 2°, de la Constitución Política de la República. 

http://dle.rae.es/?id=aMQJNiA
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21 En el artículo 20 de la Ley se prevé un procedimiento de notificación y oposición de los terceros a la publicidad 
de información que les afecte, en ese caso el Servicio no puede entregar la información. 
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Dictamen N° 2327 de 23.1.2017 “…De lo expuesto, es posible advertir que los servidores 

públicos -entre ellos los municipales-, cualquiera sea su jerarquía y con independencia del 

estatuto jurídico que los rija, están impedidos de desarrollar, en el ejercicio de sus cargos o 

funciones, dentro de las dependencias públicas o utilizando bienes públicos, cualquier actividad 

de carácter político, como lo sería, a manera ejemplar, hacer proselitismo o propaganda 

política, promover o intervenir en campañas, participar en reuniones o proclamaciones para 

tales fines, asociar la actividad del organismo respectivo con determinada candidatura, 

tendencia o partido político, ejercer coacción sobre otros empleados o sobre los particulares 

con el mismo objeto y, en general, valerse de la autoridad o cargo para favorecer o perjudicar, 

por cualquier medio, candidaturas, tendencias o partidos políticos (Aplica criterio contenido en 

los dictámenes N°s. 50.078, de 2013, y 69.300, de 2016). 

Lo anterior, por cierto, sin perjuicio que tales empleados, en su calidad de 

ciudadanos, se encuentran habilitados para ejercer los derechos políticos 

consignados en el artículo 13 de la Carta Fundamental, pudiendo emitir libremente 

sus opiniones en dicho ámbito y concurrir a actividades de esa naturaleza, siempre 

que las realicen al margen de sus funciones, fuera de la jornada de trabajo y con 

recursos y bienes propios. 
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Dictamen N° 1748 de 18.1.2017 “…En este contexto, corresponde indicar que las normas 

sobre inhabilidad de ingreso por relaciones de matrimonio o parentesco con las autoridades o 

funcionarios directivos de un organismo al cual se postula, constituyen prohibiciones estrictas 

en base a la presencia de elementos objetivos, establecidas con el fin de prevenir la ocurrencia 

de algún conflicto de interés que afecte el principio de probidad que con ellas se resguarda 

(aplica dictamen N° 53.770 de 2014, de la Contraloría General) Por otra parte, es necesario 

recordar que el inciso primero del artículo 31 del Código Civil define parentesco por afinidad 

como “el que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos de su 

marido o mujer”.  

En tal contexto y de acuerdo al aludido artículo 31 del Código Civil, aquella es pariente por 

afinidad de los señores Clavijo Silva, por cuanto se trata de los consanguíneos de la persona 

con la que ‘estuvo casada’. 

Por ello, en la especie, y en el entendido que la jefatura desempeñada por la señora Piña Báez 

en virtud de un contrato de trabajo correspondía a un empleo directivo de jefe de departamento 

o equivalente, ella generó la inhabilidad contenida en la letra b) del artículo 54 de la ley N° 

18.575, cuyo artículo 63 otorga expresamente el carácter de inválida a la designación de una 

persona inhábil. 

De esta manera, cabe concluir que las resoluciones mediante las cuales se designó a contrata 

o por plazo fijo conforme a la ley N° 19.378 a doña Claudia Silva Clavijo y a don Julio Silva 

Clavijo son inválidas por corresponder a designaciones de parientes por afinidad, en segundo 

grado, de una jefa de departamento o equivalente. 

Otros Dictámenes en el mismo sentido N° 84.653 de 23.11.2016, N° 69.288 de 21.9.2016. 
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Dictamen N° 96.835 de 4.12.2015 “…En este sentido, la jurisprudencia administrativa de 

este Organismo de Control contenida, entre otros, en los dictámenes Nos75.078 de 2010, 785, 

de 2013 y 4.532, de 2015, ha sostenido que el principio de probidad administrativa impone a 

los funcionarios públicos el deber de evitar que sus prerrogativas o esferas de influencia se 

proyecten en su actividad particular, aun si la posibilidad de que se produzca un conflicto sea 

solo potencial, lo que ocurre cuando la actividad incide o se relaciona con el campo de las 

labores esenciales de la institución a la cual pertenece el empleado de que se trate.  

Ahora bien, en el caso en análisis se aprecia que le compete a la enunciada tesorería efectuar 

la confección de un listado de las pertenencias mineras que se encuentren impagas, cuya 

información se obtiene de su División de Operaciones, la que es enviada a los juzgados 

competentes para efectos de realizar el remate de dicha concesión, proceso en que aquel 

organismo debe intervenir velando por el cumplimiento de todos los trámites de esas subastas, 

hasta la terminación de las respectivas gestiones.  

Así, la participación en la subasta, como postor, de un funcionario de la Tesorería General de 

la República, constituye una actividad privada en un asunto judicial en que ese servicio 

interviene activamente, desde su inicio hasta su fin, por lo que sus servidores pueden tener 

acceso a información privilegiada que le otorgaría una posición de ventaja respecto del resto 

de los interesados. 

En razón de lo anterior, el recurrente no puede participar en la subasta que pretende, por 

infringir ello lo dispuesto en el artículo 56 de la citada ley N° 18.575.” 

Dictamen N° 50.952 de 25.6.2015 “Se ha dirigido a esta Contraloría General don Jorge 

Muñoz Ramiro, funcionario de la Dirección General de Aeronáutica Civil –DGAC-, para solicitar 

un pronunciamiento que determine si es compatible el cargo de controlador de tránsito aéreo 

que desempeña en la mencionada institución, con las asesorías jurídicas que señala, atendido 

que posee el título de abogado… Precisado lo anterior, cabe indicar que el interesado consulta 

si puede realizar asesorías en las distintas materias del derecho, a personas naturales y 

jurídicas, tales como asociaciones de funcionarios y sus asociados, tanto de ese servicio o de 

otros, así como a empresas cuyo giro sea la prestación de servicios de transporte aéreo de 

pasajeros y carga…  

En ese sentido, la jurisprudencia de esta Entidad de Control ha sostenido, entre otros, en el 

dictamen N° 100.150, de 2014, que la libertad en el ejercicio profesional, industrial o comercial 

aparece limitada por el amplio principio de probidad administrativa, conforme al cual, se 

pretende evitar que las prerrogativas e influencias de los funcionarios públicos se proyecten a 

su actividad particular generando conflictos que puedan afectar, aun potencialmente, los 

intereses superiores del Estado, lo que es posible que ocurra en la especie, atendido lo cual, 

es menester concluir que también en estos casos se suscita la incompatibilidad comentada…” 
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Dictamen N° 92.343 de 23.12.2016 “…Siendo así, teniendo en consideración este nuevo 

antecedente, cabe concluir que el municipio debe cobrar a la señora Judith Rodríguez Lazcano 

las llamadas telefónicas que esta efectuó durante el cometido de que se trata que revistan el 

carácter de particulares, pero no aquellas que realizó en el extranjero con fines exclusivamente 

institucionales, las que deben ser solventadas por el ente edilicio -dentro del monto máximo 

autorizado para el celular asignado-, a fin de evitar un enriquecimiento sin causa en su favor, 

siendo procedente que este efectúe un análisis detallado de la cuenta correspondiente a fin de 

determinar con precisión a cuánto asciende la deuda en cuestión…”. 
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Dictamen N° 3656 de 2.2.2017 “…De la preceptiva antes reseñada se colige que la 

prohibición de aceptar donativos está dirigida a los funcionarios de la Administración sin afectar 

la potestad de que gozan las instituciones públicas para recibir donaciones, ya que ambas 

normas tienen un ámbito de acción diferente y pueden coexistir sin afectar la finalidad de la 

otra, según lo señaló el dictamen N° 30.441, de 2016, de este origen. En este contexto, 

corresponde que el servicio de salud beneficiario pondere primeramente si la actividad objeto 

del ofrecimiento de la empresa recurrente se relaciona con las funciones del establecimiento y 

si resulta necesaria o conveniente al mejor desarrollo de sus tareas. En el evento que cumpla 

con esas dos condiciones, deberá además velar para que la selección del profesional que deba 

asistir a la conferencia sea objetiva y obedezca a criterios técnicos, no pudiendo beneficiar al 

personal que debe participar en los procesos de contratación de servicios y adquisición de 

bienes, para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de las funciones de éstos. 

Además, quien resulte seleccionado deberá abstenerse de participar en procesos de adquisición 

de esa clase de bienes y servicios. 

Del mismo modo, el jefe de servicio deberá velar para que este tipo de donaciones sean 

aceptadas de manera excepcional, y ponderar su conveniencia, especialmente cuando 

provengan de personas o empresas que se dedican a prestar servicios o vender productos que 

comúnmente sean adquiridos por esa clase de organismos, a fin de evitar que ello se 

transforme en una práctica que pueda afectar la objetividad con que esos centros de salud 

deban decidir sus contrataciones…” 

Dictamen N° 1869 de 19.1.2017 “…Lo anterior, toda vez que con ocasión de la pasada 

Navidad, el Embajador de Emiratos Árabes Unidos le envió como regalo un reloj marca 

Longines, de alto valor comercial… Pues bien, de conformidad a la legislación aplicable a la 

consulta de la especie, contenida en la ley N° 18.575, cabe señalar que a juicio de esta 

Contraloría General el referido regalo no puede considerarse como un donativo oficial o 

protocolar, ni tampoco cabe dentro de aquellos que autoriza la costumbre, en primer lugar, 

por su elevado valor comercial, y en segundo término, por tratarse de un objeto de estricto 

uso personal, circunstancias que no permiten clasificarlo dentro de las categorías antes 

referidas…Por lo expuesto, procede que el recurrente restituya dicho objeto al Embajador de 

Emiratos Árabes Unidos.” 
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Dictamen N° 95.196 de 1.12.2015 “…Como cuestión previa, es útil anotar que la indagación 

en cuestión fue ordenada para determinar la responsabilidad que tuvo el recurrente, quien en 

su calidad de abogado de esa institución y representando los intereses del fisco, actuó como 

ejecutante en el remate de un bien raíz, el que fue adjudicado en pública subasta, entre otras, 

a una sociedad en que su cónyuge es accionista mayoritaria, circunstancia acreditada mediante 

la denuncia de un tercero y por los antecedentes incorporados a la carpeta investigativa... En 

este contexto, cabe hacer presente que conforme a lo prescrito por la ley N° 18.575, en el 

artículo 62, N° 6, inciso segundo, contraviene especialmente el principio de probidad participar 

en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad al involucrado, en 

cuyo caso, este deberá abstenerse de intervenir en dichos asuntos, lo que acorde con la 

jurisprudencia de esta entidad fiscalizadora contenida, entre otros, en el dictamen N° 23.608, 

de 2015, tiene por finalidad impedir que las personas que desempeñan cargos públicos puedan 

verse afectadas por un conflicto de interés, aun cuando este solo sea potencial. 

Pues bien, a fojas 8 del expediente, aparece el señor Cáceres Valdés como uno de los 

suscriptores de la acta de remate, además de uno de los adjudicatarios, quien actuó por sí y en 

representación de la sociedad en que la cónyuge del letrado sancionado tiene aportes 

mayoritarios, circunstancia notoria que bien pudo advertir aquel en la realización de esa 

diligencia, pese a lo cual, no se abstuvo de intervenir en aquella. 

Dicha situación configuró -conforme a la valoración que hizo la autoridad a partir de las pruebas 

aportadas-, una contravención grave al principio de probidad administrativa, la que según lo 

previsto en el inciso segundo, del artículo 125, del Estatuto Administrativo, tiene asignada como 

sanción específica la destitución, por lo que amerita que esa infracción sea castigada con 

aquella, en armonía con lo manifestado en el dictamen N° 24.591, de 2015, de este origen.” 
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Dictamen N° 94132 de 30.12.2016 “…Precisado lo anterior, se debe observar que la falta 

imputada en el acto administrativo en estudio es la presentación extemporánea de las licencias 

médicas, en este caso 5 meses, hecho que no puede considerarse una causa aceptable para 

justificar la ausencia del servidor, teniendo en cuenta que durante el tiempo que aquella duró 

éste no comunicó a su empleador, por ningún medio, cuál era la razón que le impedía 

presentarse en su lugar de trabajo. Aceptar una tesis diversa implicaría dejar al arbitrio del 

funcionario la oportunidad en que justifica sus inasistencias, aunque ello ocurriere en un 

término no razonable, permitiéndole eludir la sanción fijada por el ordenamiento jurídico en el 

caso de ausentarse de la institución por más de tres días consecutivos. 

Así entonces, no puede considerarse que la falta cometida en este caso sea de menor 

envergadura, toda vez que contraviene los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen 

el desempeño de los cargos de los funcionarios públicos, con grave entorpecimiento del 

servicio, vulnerándose de esta manera el principio de probidad administrativa, de conformidad 

con lo consignado en el artículo 62, N° 8, de la ley N° 18.575, tal como lo resolvió esta Entidad 

Fiscalizadora mediante el dictamen N° 87.129, de 2016, al resolver un caso análogo.” (Reitera 

Dictámenes N° 92.914 de 27.12.2016 y N° 87.129 de 2016) 

 

Dictamen N° 26.006 de 8.4.2016 “…Luego, cabe mencionar que para sustentar el trato 

directo por cualquier causal, no basta la sola referencia a las disposiciones legales y 

reglamentarias que lo fundamenten, ni la buena impresión que se haya formado el servicio 

contratante respecto de la empresa favorecida, ni la circunstancia de haberse suscrito 

anteriormente otros convenios similares con ese mismo proveedor, tal como ha sido sostenido, 

entre otros, en los dictámenes N°s. 66.505, de 2010 y 12.798, de 2016, de este Organismo 

de Control. 

Añaden tales pronunciamientos, que en razón de su carácter excepcional, la causal de trato 

directo empleada, requiere que, al momento de invocarla, se acrediten efectiva y 

documentadamente las razones que justifican su procedencia, en especial las que permiten 

estimar fundadamente que no existen otros proveedores que entreguen la referida seguridad 

y confianza. 

Por consiguiente, el Servicio de Salud Arica, en lo sucesivo, deberá sujetarse estrictamente a 

lo precedentemente expuesto al invocar la normativa de que se trate para aprobar sus 

contrataciones mediante trato directo, teniendo en consideración que en virtud de lo prescrito 

en el artículo 62, N° 7, de la ley N° 18.575, transgreden especialmente el principio de probidad 

administrativa quienes omitan o eludan la propuesta pública en los casos que la ley la 

disponga.” 
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Dictamen N° 17.948 de 17.5.2017 “…en razón del giro de la empresa en que es socio el 

señor XX, dedicada a las importaciones, es razonable advertir un conflicto de intereses 

provocado por la doble calidad de socio, propietario o administrador de una compañía de ese 

tipo y funcionario o prestador de servicios para el Servicio Nacional de Aduanas…” 
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Dictamen N° 17.948 de 17.5.2017 “…Así, del análisis de la preceptiva antes reseñada se 

colige que en la especie al señor xx no le afectó ninguna inhabilidad para ser designado en el 

cargo de Director Nacional de Aduanas, ya que el hecho de ser o haber sido socio de una 

empresa que realiza importaciones no constituye ninguna de las hipótesis de inhabilidad de 

ingreso del artículo 54 de la ley N° 18.575. Sin perjuicio de lo anterior, y en atención al señalado 

vínculo que tuvo con la compañía antes individualizada, la referida autoridad deberá abstenerse 

de intervenir en algún asunto relacionada con ella o con su actual propietario y antiguo socio, 

don xx.” 

Dictamen N° 93.091 de 28.12.2016 “…Luego, acerca del reparo que incide en eventuales 

conflictos de interés de académicos de la referida facultad, que otorgan servicios a honorarios 

a la UNTEC y que en el ámbito de proyectos convenidos por esta fundación, contratan a 

empresas en las que son socios y representantes legales, se debe hacer presente que las 

declaraciones de los propios involucrados, que rolan a fojas 33, 35 y 36, confirman tal 

objeción…Al respecto, es necesario manifestar que en la situación en estudio, es plenamente 

aplicable el principio de probidad que debe regir el comportamiento de los empleados 

públicos…Cabe agregar, que el inciso segundo del N° 6 del artículo 62 de esa misma ley, indica 

que contraviene especialmente el citado principio el participar en decisiones en que exista 

cualquier circunstancia que reste imparcialidad, y su inciso tercero añade que las autoridades 

y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, debiendo poner en 

conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta, aspecto que se relaciona 

con la norma del N° 1 del artículo 12 de la ley N° 19.880, que previene que tales servidores 

deben abstenerse de intervenir en la tramitación respectiva, entre otras condiciones, por ser 

administrador de sociedad o entidad interesada. 

En tal sentido, la jurisprudencia contenida, entre otros, en los dictámenes Nos 14.165 y 25.336, 

ambos de 2012, de esta procedencia, ha expresado que el aludido principio tiene por objeto 

impedir que las personas que ejercen cargos o funciones públicas puedan ser afectadas por un 

conflicto de interés en su ejercicio, aun cuando aquel sea solo potencial, para lo cual deberán 

cumplir con el deber de abstención que instruye la ley. 

Otros Dictámenes en el mismo sentido N° 84.653 de 23.11.2016, N° 75.804 de 14.10.2016, 

N° 69.288 de 21.9.2016 y N° 47.476 de 24.6.2016. 
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Dictamen N° 3815 de 3.2.2017 “…Al respecto y conforme con el claro tenor de la preceptiva 

invocada, se colige que el legislador estimó necesario que los servidores que realizan funciones 

directas de fiscalización hagan una DIP en virtud de las particulares labores que desarrollan, 

sin importar su posición jerárquica o remuneratoria (aplica criterio contenido en el dictamen N° 

84.969, de 2016, de esta Contraloría General). En tal sentido, cabe resaltar que el dictamen N° 

3.815, de 2017, de esta procedencia, ha precisado que por actividades de fiscalización o 

inspección directa deben considerarse, de manera principal, aquellas propias de la labor de 

control que importen el examen personal de obras, procesos, actividades, sujetos, espacios, 

recintos u objetos, y que impliquen un contacto directo -ya sea presencial o no presencial, 

inmediato o posterior-, con las personas sometidas a esa actividad o encargadas de tales obras, 

procesos, espacios, recintos u objetos. Lo anterior, tanto si esas labores inspectivas deban o 

puedan hacerse fuera de la oficina o recinto en que desempeñan sus tareas los funcionarios 

fiscalizadores, como si, dependiendo del caso, se hagan dentro de estas. Asimismo, de acuerdo 

con dicho pronunciamiento, para que un servidor se encuentre obligado a presentar la DIP debe 

tener asignada como función permanente las referidas actividades de inspección directa, por lo 

que no procederá que otorgue esa declaración si aquellas tareas le son ordenadas de manera 

accidental…” 
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Dictamen N° 6677 de 23.12.2017 “…Por lo expuesto, considerando la especial naturaleza 

que revisten las actividades inspectivas y fiscalizadoras, quienes ejercen esas labores, sea a 

contrata o en virtud de convenios a honorarios otorgándoseles la calidad de agentes públicos, 

se encuentran en el imperativo de presentar la DIP…” (Lo mismo se encuentra en Dictamen 

N° 6312 de 21.3.2017) 

https://www.declaracionjurada.cl/dip/index.html
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Dictamen N° 7634 de 7.3.2017 “…Así, y en lo que se refiere a las consultas de la especie, 

cabe precisar que resulta obligatorio declarar, por ejemplo, las opciones de compra y venta 

de acciones; los títulos de deuda de largo plazo, tales como bonos corporativos, bonos 

securitizados y bonos convertibles en acciones; los títulos de deuda de corto plazo, como 

letras de cambio y pagarés; y las cuotas de fondos mutuos y de fondos de inversión. Por el 

contrario, no constituyen valores las cuentas y libretas de ahorro; los APV -salvo que consistan 

en cuotas de fondos mutuos, en cuyo caso sí lo son-, APVC y depósitos convenidos; los 

depósitos a plazo -salvo que sean endosables-; los saldos en cuentas corrientes; los seguros 

de vida con ahorro y seguros en general; ni tampoco los cheques y las facturas…” 
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Dictamen N° 7634 de 7.3.2017 “…Ahora bien, nada obsta a que el sujeto obligado, en 

cumplimiento del artículo 8°, inciso primero, de la Constitución Política de la República -

que prescribe que “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto 

cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”-, y atendido que una de 

las finalidades de la ley N° 20.880 es, precisamente, reflejar el real estado patrimonial de 

las autoridades y funcionarios como un medio para dar cumplimiento a la referida directriz, 

incluya en su DIP otros valores, antecedentes y datos relativos a su patrimonio…” 
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22 Se deben tener presente las Instrucciones impartidas por el Consejo para la Transparencia y su jurisprudencia 
que también son vinculantes para los organismos públicos. http://www.consejotransparencia.cl. 
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23 Artículo 2º, letra g), de la Ley Nº 19.628 (D.O. 28 de octubre de 1999). 
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24 El artículo 1° transitorio de la Ley 20.285 señala que, de conformidad a la disposición cuarta transitoria de la 
Constitución Política de la República, se entiende que cumplen con la exigencia de quórum calificado los preceptos 
legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la Ley Nº 20.050, que establecen 
secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos por las causales que señala el artículo 8º de la 
Constitución. 
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Dictamen N° 16.567 de 8.5.2017 “…es útil anotar que al estar asignada por la ley un 

castigo específico para quienes incurren en infracciones graves al principio de probidad 

administrativa -como aconteció en este caso-, la autoridad se encuentra en el imperativo de 

disponer la destitución, sin que pueda aplicar otra sanción, según fuese concluido en el 

dictamen N° 16.567, de 2017, de esta Entidad Fiscalizadora, entre otros.” (También en 

Dictamen N° 13.359 de 18.2.2016) 
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25 Pueden verse en CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo interpretado, 
concordado y comentado, ob. cit., p. 353-356, y PANTOJA B., Rolando, T. II, ob. cit., p. 886-891. 
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Dictamen N° 17.872 de 28.3.2012 “…En relación con la materia, cabe precisar que el cambio 

de servicio no es una causal que nuestra legislación contemple para extinguir la responsabilidad 

administrativa, sino que en el presente caso, corresponde que la funcionaria sea castigada 

disciplinariamente por la jefatura de la repartición en que se ha incoado el proceso, la que 

determinará en definitiva la medida disciplinaria que debe imponerse a la afectada, no obstante 

lo cual el castigo se materializará mediante una resolución de la superioridad de la entidad en 

la que actualmente se desempeña, no pudiendo ésta modificar lo resuelto por el primer 

organismo, tal como se ha reconocido por la jurisprudencia de esta Entidad de Control, a través 

del criterio contenido en los dictámenes N°s. 58.346, de 2004, y 38.098, de 2009”. 

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 58  
  

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 59  
  

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 60  
  

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 61  
  

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 62  
  

 

 
26 Cabe hacer presente que por ser la Superintendencia un servicio público descentralizado, el Superintendente no 

tiene superior jerárquico. 

Dictamen N° 40.050 de 5.6.2014 “…En armonía con el citado mandato legal, la 

jurisprudencia de este Organismo de Fiscalización contenida, entre otros, en los dictámenes 

N°s. 39.451, de 1997, y 17.881, de 2014, ha manifestado que las personas contratadas a 

honorarios no revisten la calidad de funcionarios públicos, motivo por el cual no les resultan 

aplicables los preceptos estatutarios que rigen a estos últimos, y tienen como norma 

reguladora de sus relaciones el propio convenio, de modo que el acuerdo de voluntades que 

ha servido de base al acto que materializa su contratación bajo la aludida modalidad, 

constituye el marco de los derechos y obligaciones con la entidad administrativa.  

Así entonces, atendido que las normas que establecen inhabilidades o incompatibilidades 

deben ser interpretadas en sentido estricto, siendo improcedente hacerlas extensivas a 

situaciones no consultadas en ellas, y considerando que la legislación vigente no contempla 

requisito alguno que impida prestar servicios en el ámbito de la Administración del Estado -

incluido el municipal- sobre la base de honorarios, en el evento de haber sido destituido, es 

menester concluir que no corresponde imponer a esa modalidad de contratación tal exigencia 

(aplica criterio contenido en los dictámenes N°s. 33.086 y 37.587, ambos de 2014)…” 
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Dictamen N° 7.799 de 1.2.2016 “…Como cuestión previa, cumple con precisar que 

conforme a lo dispuesto en el artículo 25, inciso primero, de la ley N° 19.296, en aquellos casos 

en que se imponga la medida disciplinaria de destitución a dirigentes de asociaciones de 

funcionarios de la Administración del Estado -calidad que posee la señora xx, según da cuenta 

el certificado de vigencia de la directiva de la organización de que forma parte, emitido por la 

Dirección del Trabajo con fecha 5 de agosto de 2015-, esta Contraloría General debe ratificar 

dicha sanción efectuando un estudio del proceso sumarial y de la resolución que la disponga, 

confirmándola o indicando en un pronunciamiento jurídico, las observaciones que impiden tener 

por justificada legalmente la desvinculación (aplica dictamen N° 21.083, de 2015)”. 
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27 Lo mismo ocurre tratándose de sumarios instruidos por la Contraloría General de la República en Municipalidades 
(Véase el art. 133 bis de la Ley N°10.336). 
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28 Véase, entre otros, Dictamen N° 85.423 de 14.5.2011. 
29 RODRÍGUEZ C., Luis y OSSANDÓN W., María. Delitos contra la función pública: el derecho penal frente a la 
corrupción política, administrativa y judicial. Santiago: Jurídica de Chile, 2005, p. 303. 
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30 GARCÍA A., Mercedes. El delito de tráfico de influencias en el Código Penal de 1995. /en/ MUÑOZ C., Francisco 
(coord.). Los delitos contra la administración pública en el nuevo Código penal. Sevilla: Instituto Andaluz de 
Administración Pública, 1997, p. 81-103. 
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31 BUNSTER B., Álvaro. La malversación de caudales públicos: estudio de doctrina y de jurisprudencia. Tesis para 
obtener el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile. Santiago, Chile, 1948, 
p. 10. 
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32 MATUS A., Jean-Pierre, POLITOFF L., Sergio y RAMÍREZ G., María. Lecciones de Derecho Penal chileno, parte 
especial, 2ª ed. Santiago: Jurídica de Chile, 2005, p. 496. 
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33ETXEBARRÍA Z., Xabier. Fraudes y exacciones ilegales. /en/ ASÚA B., Adela. (ed.). Delitos contra la Administración 
Pública. Bilbao: Instituto Vasco de Administración Pública, 1997.  
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34 ETCHEBERRY O., Alfredo. Derecho Penal Parte Especial, 3ª ed., T. IV. Santiago: Jurídica de Chile, 1998, p. 227. 
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35Carmona S. Carlos. Materiales Escuela de Derecho Universidad de Chile, Unidad VII, El Principio de 
Responsabilidad. La Responsabilidad Personal, 2003, p. 6. 
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36Barros B. Enrique. Tratado de Responsabilidad Extracontractual. Santiago de Chile, Editorial Jurídica, 2006, p. 
501. 
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37 Art. 44 Código Civil. La ley distingue tres especies de culpa o descuido. Culpa grave, negligencia grave, culpa 

lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes y 
de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. Culpa 
leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean 
ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta 
especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El que debe administrar un negocio como 
un buen padre de familia es responsable de esta especie de culpa. Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella 

esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie 
de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la 
persona o propiedad de otro. 
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38 PIERRY A., Pedro. Repetición del Estado contra el funcionario. /en/ Revista de Derecho de la Universidad 
Católica de Valparaíso XVI (1995), p. 349-360. 

Revista de Derecho y Jurisprudencia, T. XCVII, 2ª parte, sec. 1ª, p. 169). La 

Administración es responsable en su calidad de tercero civilmente responsable. El Estado ejerce 

esta acción para que le sea restituido la cantidad de dinero que tuvo que desembolsar para 

pagar una indemnización como consecuencia de su responsabilidad originada por el acto del 

funcionario. La jurisprudencia señala que para ejercer la acción restitutoria, es requisito que el 

funcionario causante del daño, haya actuado sin orden de su empleador. 

Gaceta Jurídica Nº 271, p. 96. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de dependiente 

no proviene de la forma de su designación, sino del hecho de estar al servicio de otro. Si la 

administración se allana o tolera admitir a una persona a su servicio, lo hace su dependiente 

por este solo hecho, cualquiera sea la forma en que se remuneren sus servicios y cualquiera 

sea la duración o carácter del empleo, permanente, transitorio o accidenta. 
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39 Barros B., Ob. cit, p.499. 
40 Id., p 529. 
41 Véase sobre este tema HANSSEN T., Carlos. La función jurisdiccional de la Contraloría General de la República. 
El juicio de cuentas. Santiago: Lexis Nexis, 2007, 220 p. 



 
  
 

 
 
 

 
 

 83  
  

 

Dictamen N° 49.673 de 19.10.2006, confirmado por Dictamen N°19.672 de 4.5.2007 

“…No procede que una municipalidad cobre las boletas que garantizan la correcta ejecución de 

la ampliación de una Escuela. Ello, porque personal técnico especializado tanto de la 

Subsecretaría de Educación como de la misma municipalidad informaron por escrito de una 

serie de problemas de infraestructura tales como filtraciones de lluvias, grietas en pilares y 

murallas, entre otros, las cuales no fueron oportunamente detectadas durante el 

procedimiento de ejecución de los trabajos y la correspondiente recepción provisoria de las 

obras. Por lo tanto, el municipio debe restituir al contratista las garantías indebidamente 

cobradas o las sumas que aquellas representan. Como de la situación descrita derivaría un 

eventual perjuicio del interés fiscal, ese Municipio deberá disponer la sustanciación de un 

procedimiento disciplinario para determinar las responsabilidades administrativas y en caso de 

determinarse la existencia de dichas responsabilidades, enviar los antecedentes necesarios 

para iniciar el correspondiente juicio de cuentas, a cargo de la Contraloría General de la 

República.” 
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Dictamen N° 25.088 de 24.4.2013 “…En ese contexto, y en relación al artículo 96 de ese texto 

legal, la jurisprudencia administrativa de este Ente de Control contenida, entre otros, en los 

dictámenes N°s. 26.868, de 2007; 47.775, de 2010; 75.901, de 2011 y 63.576, de 2012, 

previene que si se dedujere la responsabilidad civil de un servidor por medio del respectivo 

proceso sumarial, corresponde hacerla efectiva a través del juicio de cuentas, para cuyo efecto 

la ley establece un plazo de caducidad de un año para perseguirla, lapso que se contabiliza desde 

el momento en que tal procedimiento se encuentra totalmente afinado, esto es, cuando se 

notifica personalmente al afectado la resolución que le pone término.” 

 



 
  
 

 
 
 

 
 

 86  
  

 

 

Dictamen N° 22.800 de 19.8.1987 …“La finalidad del juicio de cuentas es determinar la 

responsabilidad civil del funcionario sancionado administrativamente, responsabilidad esta que 

no se ve alterada por sentencia que recaiga en procedimiento del juicio de cuentas, aun cuando 

este implique absolución del demandado en este proceso…” 
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Dictamen N° 22.597 de 17.9.1991 “…El servicio de salud empleador solo puede perseguir 

la responsabilidad civil del funcionario indicado solicitando a Contraloría General de la 

República que, conforme al artículo 67 inciso 2º, de la Ley Nº 10.336, ordene se descuente de 

las remuneraciones de dicho servidor la suma pagada por esa institución en virtud de la 

resolución judicial del correspondiente juzgado de policía local que condenó solidariamente al 

funcionario y al mencionado servicio a indemnizar al demandante por daños en el choque…” 
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